ACCIÓN DE TUTELA CONTRA PROVIDENCIA JUDICIAL - Sentencia de segunda instancia que niega pretensiones / ACCIÓN EJECUTIVA - Que declaro probada la excepción de pago / AUSENCIA DE DEFECTO FÁCTICO – Adecuada valoración del título ejecutivo / LIQUIDACIÓN DE SALARIOS Y PRESTACIONES SOCIALES – Con el cargo que venía ocupando desde su retiro hasta el reintegro / CUMPLIMIENTO DE DECISIÓN JUDICIAL / AUSENCIA DE VULNERACIÓN DE DERECHOS FUNDAMENTALES

[E]s claro que el Tribunal Administrativo de Cundinamarca, Sección Segunda Subsección “B” tuvo en cuenta las pruebas obrantes en el expediente, específicamente el título ejecutivo y no dejó de valorar ni estudiar ninguna de éstas. De suerte que con base en ellas, pudo concluir que en el caso concreto el Fondo Nacional del Previsión Social del Congreso de la República dio cumplimiento a la orden impartida en las sentencias dictadas en el medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho dado que reintegró al [actor] y realizó la liquidación de los salarios y prestaciones sociales con el cargo que ostentó en la entidad. Así las cosas, para esta Sala es evidente que la autoridad judicial accionada tuvo en cuenta las pruebas que obran en el expediente para efectuar un análisis razonable y adecuado del material probatorio y aunque el resultado del estudio fue contrario a los intereses de la parte accionante, el estudio que se llevó a cabo se ajusta a las reglas de la lógica, la experiencia y la sana crítica y por tal motivo el defecto fáctico no tiene vocación de prosperidad. En lo relacionado con defecto sustantivo dirigido a sustentar el incremento anual de la escala de salarios de los empleados de la Rama Ejecutiva, esta Sala advierte que el mismo no tiene vocación de prosperidad por cuanto como se precisó en el desarrollo del defecto fáctico, la liquidación efectuada en la Resolución No. 0390 del 25 de marzo de 2011 fue ajustada a derecho y se realizó teniendo en cuenta el cargo que correspondía, es decir, el de jefe de la División Administrativa y Financiera, esto es, el cargo suprimido. Lo anterior en consideración, a que como hizo referencia el tribunal en su providencia, no se puede presumir que si el [actor] hubiese estado en el cargo de jefe en la planta de personal al momento de la supresión del mismo, este hubiera, necesariamente, ostentado el cargo de subdirector Administrativo y Financiero Código 0040 Grado 20. De esta manera, se advierte que no es cierto que la autoridad judicial haya dejado de aplicar las normas que correspondían a efectos de llevar a cabo en debida forma la liquidación de los sueldos y prestaciones del actor pues está demostrado que la operación aritmética se basó en la asignación básica del cargo que el actor desempeñó en la entidad
CONSEJO DE ESTADO

SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO

SECCIÓN QUINTA

Consejera ponente: ROCÍO ARAÚJO OÑATE

Bogotá, D.C., treinta y uno (31) de octubre de dos mil dieciocho (2018)

Radicación número: 11001-03-15-000-2018-02506-01(AC)
Actor: RODRIGO TOVAR GARCÉS

Demandado: TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA, SECCIÓN SEGUNDA, SUBSECCIÓN B
Asunto: Acción de tutela – Segunda instancia – Tutela contra providencia judicial- Recova improcedencia y niega amparo- Defecto fáctico y sustantivo.
OBJETO DE LA DECISIÓN

Procede la Sala a resolver la impugnación presentada por la parte demandante, contra la sentencia de primera instancia del 20 de septiembre de 2018 proferida por el Consejo de Estado – Sección Cuarta, mediante la cual declaró la improcedencia del amparo solicitado.

I. ANTECEDENTES

1. Solicitud de amparo

1.1. Mediante escrito radicado el 26 de julio de 2018
, en la Secretaría General de esta Corporación, el señor Rodrigo Tovar Garcés, actuando a través de apoderado, presentó acción de tutela contra el Tribunal Administrativo de Cundinamarca, Sección Segunda, Subsección “B”, con el fin de reclamar el amparo de sus derechos fundamentales, al debido proceso, al trabajo, a la remuneración cierta y equitativa, a la irrenunciabilidad de los beneficios mínimos laborales y a los derechos adquiridos.
1.2. El peticionario consideró vulnerados los mencionados derechos con ocasión de la providencia del 1° de febrero de 2018, proferida por el Tribunal Administrativo de Cundinamarca, Sección Segunda, Subsección “B” dentro del proceso ejecutivo radicado No. 11001-3335-707-2014-00092-02, que revocó la sentencia del 19 de julio de 2017 del Juzgado 51 Administrativo del Circuito de Bogotá, para en su lugar declarar probada la excepción de pago. 

1.3. A título de amparo constitucional solicitó:

“(…) pido que se deje sin efectos la providencia del 1 de febrero de 2018 y se ordene al Tribunal Administrativo de Cundinamarca Sección Segunda Subsección –B-, profiera una nueva providencia ajustada a las pruebas, y normas del caso.”

2. Hechos probados y/o admitidos

La solicitud de amparo se fundamentó en los siguientes hechos que, a juicio de la Sala, son relevantes para la decisión que se adoptará en la sentencia:

2.1. El accionante fue designado mediante la Resolución No. 0036 del 1° de marzo de 1998 como jefe de la División Administrativa y Financiera Código 2040 Grado 24 del Fondo de Previsión Social del Congreso de la República y a través de la Resolución No. 0084 de 24 de junio de 2002 fue declarado insubsistente.

2.2. Inconforme con el referido acto administrativo el señor Rodrigo Tovar Garcés presentó demanda de nulidad y restablecimiento del derecho en la cual solicitó que se reintegrara al cargo que venía ocupando o en uno de mayor denominación, se pagaran los salarios y prestaciones dejados de percibir sin solución de continuidad y se reconociera el reajuste correspondiente.

2.3. El proceso fue conocido en primera instancia por el Tribunal Administrativo de Cundinamarca, Sección Segunda, Subsección “D” quien accedió a las pretensiones de la demanda, decisión que fue confirmada en segunda instancia por la Sección Segunda Subsección B del Consejo de Estado mediante providencia del 23 de septiembre de 2010 la cual quedó ejecutoriada el 26 de noviembre de 2010.

2.4. Para dar cumplimiento a la orden impartida el Fondo de Previsión Social del Congreso de la República expidió la Resolución No. 0263 del 3 de marzo de 2011 en la que dispuso el reintegro del actor al cargo de subdirector Administrativo y Financiero Código 0040, Grado 20 en consideración a que el cargo que desempeñaba fue suprimido de la planta de la entidad. Lo anterior, en virtud del Decreto 3993 del 16 de diciembre de 2008.

2.5. Posteriormente, mediante Resolución No. 0390 del 23 de marzo de 2011 se ordenó la liquidación y pago de los salarios y prestaciones adeudados desde julio de 2002 hasta el 13 de marzo de 2011, fecha en la cual el señor Rodrigo Tovar Garcés manifestó su voluntad de no reintegrarse con la entidad.

2.6. En desacuerdo con la liquidación, en tanto se tuvo en cuenta la asignación básica del cargo suprimido y no del cargo al cual fue ordenado su reintegro y éste representaba una mayor asignación básica, requirió mediante derecho de petición radicado el 19 de abril de 2012 ante el Fondo de Previsión Social del Congreso de la República, la revisión del citado acto administrativo.

2.7. Por oficio No. 20123110403451 del 9 de mayo de 2012 la entidad negó la solicitud en consideración a que los cargos no eran compatibles ni equivalentes dado que “el cargo de Jefe de División fueron (sic) de coordinación y supervisión de área o dependencia y las señaladas para el Subdirector Administrativo y Financiero que es de carácter directivo le corresponden competencias de dirección general, de formulación de políticas…”.

2.8. Por tal motivo, el accionante inició un proceso ejecutivo laboral contra Fondo de Previsión Social del Congreso de la República con el propósito de que cumpliera en debida forma los fallos del 23 de septiembre de 2010 y 21 de febrero de 2008 dentro del medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho.

2.9. El proceso ejecutivo laboral fue conocido en primera instancia por el Juzgado 51 Administrativo del Circuito Judicial de Bogotá que mediante sentencia del 19 de julio de 2017 resolvió:

“PRIMERO: NEGAR por improcedente la excepción formulada por la ejecutada denomina “inexistencia de la obligación”, por las razones expuestas.

SEGUNDO: DECLARAR NO PROBADA la excepción de “pago” propuesta por la entidad ejecutada, por las razones expuestas.

TERCERO: SEGUIR ADELANTE CON LA EJECUCCIÓN, de conformidad con el mandamiento de pago y lo considerado en esta providencia. (…)”

2.10. Dentro de la oportunidad legal, el Fondo de Previsión Social de la República presentó recurso de apelación el cual fue decidido por el Tribunal Administrativo de Cundinamarca, Sección Segunda, Subsección “B” a través de sentencia del 1° de febrero de 2018 que decidió lo siguiente:

“PRIMERO.- Declarar probada la excepción de pago esgrimida por la entidad ejecutada, FONDO DE PREVISIÓN SOCIAL DEL CONGRESO DE LA REPÚBLICA, de conformidad con expuesto en la parte motiva de esta providencia.

SEGUNDO.- REVOCAR el auto de calenda dieciséis (16) de mayo de dos mil dieciséis (2016), proferido por el Juzgado Cincuenta y Uno (51) Administrativo del Circuito Judicial de Bogotá D.C., por el cual se libró mandamiento de pago, de conformidad con lo expuesto en la parte motiva de esta providencia.”

2.11. El actor manifestó en su escrito de tutela que reconoce el pago realizado por la entidad ejecutada, pero difiere en la liquidación realizada por cuanto considera que existen diferencias salariales entre del cargo de jefe y el de subdirector que no le han sido reconocidas.

3. Fundamentos de la vulneración

3.1. La parte actora alega que el fallo del 1° de febrero de 2018 dictado por el Tribunal Administrativo de Cundinamarca, Subsección “B”, incurrió en unos defectos fáctico y sustantivo.

3.2. Frente al defecto fáctico, señaló que no se valoraron la totalidad de las pruebas que obraban en el expediente ordinario que dan cuenta, de que el Fondo Nacional de Previsión Social del Congreso de la Repúblico incumplió con las órdenes señaladas en las decisiones emitidas dentro del medio de control de nulidad y restablecimiento el derecho.

3.3. Respecto al defecto sustantivo, indicó que la autoridad judicial desconoció los decretos del Gobierno Nacional en los que se regulan anualmente las escalas de asignación básica de los empleos que se desempeñan en la rama ejecutiva. Dentro de estos, resaltó los siguientes: Decretos Nos. 660 de 2002, 335 de 2003, 4150 de 2004, 916 de 2005, 372 de 2006, 600 de 2007, 643 de 2008, 708 de 2009, 1374 de 2010 y 1031 de 2011.

4. Actuaciones procesales relevantes

Dentro del trámite procesal se resaltan las siguientes actuaciones:

4.1. Admisión de la demanda

4.1.1. Por auto del 3 de agosto de 2018
, el Magistrado Ponente de la Sección Cuarta del Consejo de Estado admitió la solicitud de tutela y dispuso la notificación del señor Rodrigo Tovar Garcés, del Tribunal Administrativo de Cundinamarca, Sección Segunda, Subsección “B”, al Juzgado 51 Administrativo de Bogotá, del Fondo de Previsión Social del Congreso de la República y de la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado.

4.1.2. Así mismo, ordenó publicar en la página web del Consejo de Estado la providencia para el conocimiento de terceros interesados con las resultas del proceso

4.2. Intervenciones 

Realizadas las notificaciones ordenadas, de conformidad con las constancias visibles a folios 11 a 17, se presentaron las siguientes intervenciones:

4.2.1. Fondo de Previsión Social del Congreso de la República
4.2.1.1. Mediante escrito radicado en la Secretaría General de esta Corporación, el 13 de agosto de 2018
, el director General de la entidad solicitó que se declara la improcedencia de la acción o en su defecto se negara el amparo deprecado en la medida en que no se vulneraron los derechos fundamentales del actor.

4.2.1.2. Alegó que la tutela se torna improcedente por cuanto persigue pretensiones económicas y por ello no se advierte la relevancia constitucional que requiere el trámite.

4.2.1.3. Aseguró que las pruebas obrantes en el expediente fueron valoradas y estudiadas en su totalidad razón por la cual no le asiste razón al accionante.

4.2.2. Juzgado 51 Administrativo del Circuito Judicial de Bogotá.

4.2.2.1. Mediante escrito radicado en la Oficina de Correspondencia de esta Corporación, el 13 de agosto de 2018, el juez aseguró que la acción no reúne los presupuestos para su procedencia dado que la situación planteada no corresponde a un asunto de relevancia constitucional y tampoco se afectan los derechos fundamentales del señor Rodrigo Tovar Garcés.

4.2.2.2. Precisó que la providencia que se cuestiona fue la proferida en segunda instancia y no la resuelta en su despacho. Finalmente, aportó el expediente que se encontraba bajo su custodia conforme lo solicitado en el auto admisorio de la demanda.

4.2.3. A pesar de que se llevaron a cabo en debida forma las notificaciones ordenadas en el auto admisorio de la demanda, las demás entidades guardaron silencio.

5. Fallo impugnado

5.1. La Sección Cuarta del Consejo de Estado mediante sentencia del 20 de septiembre de 2018, declaró la improcedencia del amparo solicitado en consideración a que el trámite, a su juicio, no superaba el requisito adjetivo de relevancia constitucional.

5.2. Explicó que la decisión censurada se refiere a un asunto meramente económico del cual no se avizora la vulneración de los derechos fundamentales alegados por el actor.

5.3. Refirió que los argumentos del escrito de tutela se sustentan en que el tribunal accionado no ordenó el pago de un capital insoluto reconocido en una decisión judicial, hecho que no le permite al juez de tutela hacer un estudio sobre la presunta vulneración de los derechos invocados toda vez que no tienen el carácter de derechos fundamentales.

5.4. Agregó que el hecho de que el señor Rodrigo Tovar Garcés no esté de acuerdo con los argumentos esbozados por la autoridad judicial accionada no es una causa suficiente para volver a estudiar el asunto resuelto dado que la tutela no es una instancia adicional.

6. Impugnación

6.1. Con escrito radicado el 4 de octubre de 2018 en la Secretaría General del Consejo de Estado el actor impugnó la decisión del 20 de septiembre de 2018, notificada por correo electrónico el 1° de octubre de 2018. 

6.2. Precisó que el asunto sí cumple el requisito de relevancia constitucional en tanto “no existe ningún otro mecanismo para reclamar los derechos fundamentales invocados, porque la decisión del tribunal es de segunda instancia.”

6.3. Sostuvo que según el pronunciamiento de la Corte Constitucional en sentencia T-554/92 los derechos fundamentales no restringen su efectividad a la existencia de un proceso pues debe honrarse tanto el derecho a acceder a la justicia, la seguridad jurídica como al derecho a la ejecución de las sentencias en firme.

6.4. Aclaró que su pretensión no está encaminada a que se ordene el pago sino a que se le ordene al juez valorar adecuadamente el título ejecutivo en el cual se ordena el pago de los salarios y prestaciones.
II. CONSIDERACIONES DE LA SALA

1. Competencia

Esta Sala es competente para conocer de la petición de amparo constitucional presentada por la parte accionante, de conformidad con lo establecido en el Decreto 2591 de 1991, Decreto 1069 de 2015 modificado por el Decreto 1983 de 2017 y el artículo 2 del Acuerdo 55 de 2003 de Sala Plena de esta Corporación.

2. Problema jurídico
Corresponde a la Sala dar respuesta a los siguientes interrogantes:

2.1. ¿Se superan en el caso en concreto los requisitos de procedibilidad adjetiva de la acción de tutela contra providencia judicial? 

De ser positiva la respuesta a la pregunta anterior, la Sala analizará lo siguiente:

2.2. ¿Incurrió el Tribunal Administrativo de Cundinamarca, Sección Segunda, Subsección “B”, al interior del proceso ejecutivo No. 11001-3335-707-2014-00092-02, en defecto fáctico y sustantivo con ocasión de la sentencia del 1° de febrero de 2018 que revocó la decisión de primera instancia, y en su lugar, declaró probada la excepción de pago?

2.3. Para resolver el interrogante planteado, se analizarán los siguientes temas: (i) criterio de la Sección sobre la procedencia excepcional de la acción de tutela contra providencia judicial; (ii) de los requisitos de procedibilidad adjetiva (iii) generalidades de los defectos alegados, y (IV) análisis del caso concreto.

3.1. La procedencia excepcional de la acción de tutela contra providencia judicial

3.1.1. La Sala Plena de lo Contencioso Administrativo, en fallo del 31 de julio de 2012
 unificó la diversidad de criterios que la Corporación tenía sobre la procedencia de la acción de tutela contra providencias judiciales, por cuanto las distintas Secciones y la misma Sala Plena habían adoptado posturas diversas sobre el tema.

3.1.2. Así, después de un recuento de los criterios expuestos por cada Sección, decidió modificarlos y unificarlos para declarar expresamente, en la parte resolutiva de la providencia, la procedencia de la acción de tutela contra providencias judiciales.

3.1.3. Sin embargo, fue importante precisar bajo qué parámetro procedería ese estudio, pues la sentencia de unificación simplemente se refirió a los “fijados hasta el momento jurisprudencialmente”.

3.1.4. Al efecto, en virtud de la sentencia de unificación del 5 de agosto de 2014
, la Sala Plena de lo Contencioso Administrativo adoptó los criterios expuestos por la Corte Constitucional en la sentencia C-590 de 2005
, para determinar la procedencia de la acción constitucional contra providencia judicial, y reiteró que la tutela es un mecanismo residual y excepcional para la protección de derechos fundamentales como lo señala el artículo 86 Constitucional y, por ende, el amparo frente a decisiones judiciales no puede ser ajeno a esas características. 

A partir de esa decisión, se dejó en claro que la acción de tutela se puede interponer contra decisiones judiciales, incluidas las de las Altas Cortes, específicamente, las del Consejo de Estado, autos o sentencias, que desconozcan derechos fundamentales, asunto que en cada caso deberá probarse y, en donde el actor tendrá la carga de argumentar las razones de la violación.

3.1.5. Sobre el tema, la Corte Constitucional se ha referido en forma amplia
 a unos requisitos generales y otros específicos de procedencia de la acción de tutela, sin distinguir cuáles dan origen a que se conceda o niegue el derecho al amparo -procedencia sustantiva- y cuáles impiden efectivamente adentrarnos en el fondo del asunto - procedencia adjetiva.

3.1.6. Esta Sección ha determinado que, en primer lugar, se debe verificar que la solicitud de tutela cumpla unos presupuestos generales de procedencia adjetiva, esto es: i) que no se trate de tutela contra tutela; ii) subsidiariedad, es decir, agotamiento de los requisitos ordinarios y extraordinarios, siempre y cuando ellos sean idóneos y eficaces para la protección del derecho que se dice vulnerado; y iii) inmediatez. 

3.1.7. Luego de ello, sería posible realizar el estudio de la procedibilidad sustantiva a través de los errores específicos en que podría incurrir una providencia judicial. Estos últimos, según la doctrina fijada en la sentencia C-590 de 2005, y acogida por esta Sección
 se resumen, de manera general, de la siguiente manera: 

a. Defecto orgánico, que se presenta cuando el funcionario judicial que profirió la providencia impugnada, carece, absolutamente, de competencia para ello; b. Defecto procedimental absoluto, que se origina cuando el juez actuó completamente al margen del procedimiento establecido; c. Defecto fáctico, que surge cuando el juez carece del apoyo probatorio que permita la aplicación del supuesto legal en el que se sustenta la decisión; d. Defecto material o sustantivo, como son los casos en que se decide con base en normas inexistentes o inconstitucionales o que presentan una evidente y grosera contradicción entre los fundamentos y la decisión; f. Error inducido, que se presenta cuando el juez o tribunal fue víctima de un engaño por parte de terceros y ese engaño lo condujo a la toma de una decisión que afecta derechos fundamentales; g. Decisión sin motivación, que implica el incumplimiento de los servidores judiciales de dar cuenta de los fundamentos fácticos y jurídicos de sus decisiones en el entendido que precisamente en esa motivación reposa la legitimidad de su órbita funcional; y h. Desconocimiento del precedente.

3.1.8. De esta manera, la acción de tutela será procedente una vez verificado: (i) la concurrencia de los requisitos adjetivos de procedencia de la acción de tutela contra providencias judiciales; (ii) la configuración de alguno de estos requisitos específicos mencionados -siempre y cuando hayan sido alegados al menos sumariamente por el interesado-; y que (iii) el vicio o defecto sea de tal trascendencia que implica la amenaza o la afectación de derechos fundamentales.
 

3.2. Estudio sobre los requisitos de procedibilidad adjetiva

3.2.1. Para la Sala es necesario precisar que, pese a que el a quo declaró improcedente la solicitud de amparo presentada por la parte actora, en tanto consideró que no se cumplió con el requisito de relevancia constitucional, en criterio de esta Sección toda tutela contra providencia judicial lleva implícito la eventual vulneración de un derecho fundamental y por tanto el estudio de dicha figura resulta innecesario. En ese orden, la Sala analizará si la presente acción cumple los siguientes requisitos: i) que no se trate de tutela contra tutela, ii) la inmediatez y iii) la subsidiariedad, es decir, el agotamiento de los recursos ordinarios y extraordinarios, siempre y cuando ellos sean idóneos y eficaces para la protección de los derechos que se dicen vulnerados. Por lo anterior, se verificará en esta instancia, los elementos en mención.
3.2.2. Es claro que en el presente asunto no se trata de una tutela contra tutela por cuanto la providencia que se cuestiona fue proferida dentro del proceso ejecutivo laboral razón por la cual este requisito se encuentra superado.
3.2.3. En cuanto al requisito de inmediatez se tiene que la providencia objeto de debate fue proferida le 1° de febrero de 2018, notificada personalmente el 25 de abril de 2018 y aunque el término para calcular el plazo prudencial para promover la solicitud de amparo se contabiliza a partir de la ejecutoria de la sentencia reprochada, lo cierto es que la tutela fue interpuesta el 26 de julio de 2018, lo que desde ya implica un ejercicio oportuno de la acción de tutela.

3.2.4. Por último, el de subsidiariedad el cual también se satisface, pues la decisión dictada por el Tribunal Administrativo de Cundinamarca, Sección Segunda Subsección “B”, que se cuestiona en sede de tutela, puso fin al proceso ejecutivo laboral identificado con el número de radicado 11001-33-35-707-2014-00092-02, y frente a tal providencia no procede recurso ordinario alguno. Tampoco los extraordinarios, pues los motivos que sustentan esta acción constitucional no se compadecen con los requisitos que hacen procedente el recurso extraordinario de revisión.

3.2.5. Así las cosas, estudiados los requisitos adjetivos de procedencia de la acción de tutela contra providencias judiciales, la Sala continuará su estudio con las generalidades de los defectos alegados por la parte actora.
3.3. Generalidades de los defectos alegados 

3.3.1. Del defecto fáctico.
3.3.1.1. Esta Sala en decisión del 12 de noviembre del 2015
 precisó los alcances y requisitos que deben atenderse al momento de alegarse la ocurrencia de un defecto fáctico en una providencia judicial, los cuales son traídos a colación en la presente decisión:

3.3.1.2. Los eventos de configuración del defecto fáctico son: i) omisión de decretar o practicar pruebas indispensables para fallar el asunto; ii) desconocimiento del acervo probatorio determinante para identificar la veracidad de los hechos alegados por las partes; iii) valoración irracional o arbitraria de las pruebas aportadas; y iv) dictar sentencia con fundamento en pruebas obtenidas con violación del debido proceso. Estos aspectos tienen las siguientes características:

	Evento
	Características

	Omisión de decreto y práctica de pruebas indispensables para fallar el asunto


	Se da cuando la parte, con el fin de probar los hechos que alega, solicitó al juez el decreto de una prueba relevante para resolver el problema jurídico sometido a consideración, y esta fue negada; ello sin desconocer la facultad del juez ordinario de negar pruebas que no atiendan los requisitos de conducencia, pertinencia e idoneidad. Así las cosas, es importante considerar que no toda negativa a un decreto de pruebas abre la posibilidad a la configuración del defecto, ya que este procederá cuando se rechace el decreto y práctica de la prueba que, solicitada oportunamente, no cumpla con los parámetros arriba señalados.

De esta manera, se requiere:

a) Que la parte identifique el elemento probatorio que solicitó

b) Que la parte demuestre que lo solicitó en oportunidad legal

c) Se expongan las razones por la cuales la prueba solicitada era conducente, pertinente o idónea.

d) Señalar de manera razonada la razón por la cual, de haberse decretado la prueba, el sentido de la decisión hubiere sido otro.

	Desconocimiento del acervo probatorio determinante para identificar la veracidad de los hechos alegados por las partes
	Se presenta cuando, obrando los elementos de convicción en el expediente, y estos resultan decisivos frente a los hechos que se pretenden probar, estos no son tenidos en cuenta por el fallador ordinario. En este punto, se requiere que de forma específica, se concrete en el escrito de amparo, cuáles pruebas, aportadas oportuna y legalmente, fueron desconocidas por el juez.

Así las cosas, se configura siempre que:

a) Se identifiquen los elementos de prueba no valorados por el juez.

b) Se demuestre que estos fueron aportados en forma legal y oportunamente al proceso

c) Señale las razones por las cuales eran relevantes para la decisión

d) Se precise, razonadamente, la incidencia de los mismos para variar el sentido del fallo.

	Valoración irracional o arbitraria de las pruebas aportadas


	Procede cuando, a la luz de los postulados de la sana crítica, la apreciación efectuada por el fallador, resulta manifiestamente equivocada o arbitraria, y por ello, el peso otorgado a la prueba se entiende alterado.

Se requiere entonces que:

a) La parte precise cuál o cuáles de las pruebas fueron objeto de indebida valoración por el juez.

b) La razón del por qué, en cada caso en particular, la consideración del operador judicial se aleja de las reglas de la lógica, la experiencia y la sana crítica.

El segundo de los elementos señalados, resulta de vital importancia, pues es claro que un sencillo desacuerdo en relación con la conclusión a la cual arribó el juez de instancia, en ninguna manera puede ser razón para ordenar el amparo constitucional por este aspecto. Aceptar lo contrario, implicaría una sustitución arbitraria del juez natural.

c) Incidencia de la prueba en el fallo atacado.

	Dictar sentencia con fundamento en pruebas obtenidas con violación del debido proceso


	Refiere al supuesto cuando el fallador de instancia decide el asunto con base en pruebas que no observaron los requisitos legales para su producción o introducción al proceso. Así las cosas, el juez no ignora la prueba ni se equivoca en su apreciación, pero yerra al haberla tenido en cuenta para decidir el problema jurídico que le fue planteado, al ser esta una prueba que desconoce el debido proceso de las partes.

Para su configuración corresponde señalar:

a) Señalar con claridad los elementos probatorios aportados con violación al artículo 29 constitucional.

b) Exponer las razones que sustentan dicha vulneración.

c) Demostrar que estos elementos de convicción fueron el sustento de la decisión.


3.3.1.3. Como se ve en los elementos señalados, la parte accionante debe precisar mínimamente en su escrito el cargo que plantea, para demostrar no solo la configuración del defecto, sino también, su incidencia en la decisión judicial.

3.3.1.4. Lo anterior se suma a la exigencia de una carga argumentativa razonable para lograr la prosperidad del cargo, toda vez que, en el caso de una tutela contra una providencia judicial, están en juego valores importantes para el ordenamiento jurídico, como lo son la cosa juzgada, los derechos de terceros, la seguridad, la buena fe y los derivados de los artículos 1º, 2º, 4º, 5º y 6º de la Constitución.

3.3.2. Del defecto sustantivo 

3.3.2.1. La Corte Constitucional
, ha explicado que el defecto sustantivo se presenta cuando “la autoridad judicial aplica una norma claramente inaplicable al caso o deja de aplicar la que evidentemente lo es, u opta por una interpretación que contraríe los postulados mínimos de la razonabilidad jurídica”
. 

3.3.2.2. Puntualmente, el defecto sustantivo lo configuran los siguientes supuestos:

a) El fundamento de la decisión judicial es una norma que no es aplicable al caso concreto, por impertinente
 o porque ha sido derogada
, es inexistente
, inexequible
 o se le reconocen efectos distintos a los otorgados por el Legislador
.

b) Cuando se deja de aplicar una norma exigible para el caso
. 

c) No se hace una interpretación razonable de la norma
.

d)  La disposición aplicada es regresiva
 o contraria a la Constitución
.

e)  El ordenamiento otorga un poder al juez y este lo utiliza para fines no previstos en la disposición
.

f)  La decisión se funda en una interpretación no sistemática de la norma
 .

g)  Se afectan derechos fundamentales, debido a que el operador judicial sustentó o justificó de manera insuficiente su actuación.

3.3.2.3. Procederá entonces el amparo constitucional cuando se acredite la existencia de un defecto sustantivo, en cualquiera de los supuestos que se han presentado anteriormente, siempre y cuando el accionante cumpla con su carga argumentativa de indicar claramente la norma que considera fue desconocida o interpretada de forma arbitraria por el fallador de instancia, así como la incidencia que dicho defecto tiene en el sentido de la decisión judicial cuestionada.

3.4. Caso en concreto

3.4.1. La principal alegación de la parte actora en el libelo introductorio de la acción de tutela se fundamenta en que la providencia del 1° de febrero de 2018 proferida por el Tribunal Administrativo de Cundinamarca, Sección Segunda Subsección “B” incurrió en unos defectos fáctico y sustantivo en tanto a su juicio, la autoridad judicial no tuvo en cuenta las pruebas obrantes en el expediente, título ejecutivo complejo, que daba cuenta la manera como debía liquidarse adecuadamente sus salarios y prestaciones sociales y por otro lado por cuanto se omitió la aplicación de los decretos del Gobierno Nacional que fijan anualmente las escalas de asignación básica de los empleos que se desempeñan en cargos de la Rama Ejecutiva.
3.4.2. En lo referente al defecto fáctico, se tiene que, mediante sentencias del 21 de febrero de 2008 y 23 de septiembre de 2010 proferidas por el Tribunal Administrativo de Cundinamarca, Sección Segunda Subsección “D” y Sección Segunda, Subsección “B” del Consejo de Estado, dentro del marco del medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho identificado con el radicado No. 25-000-23-25-000-2002-11510-02, se accedieron a las pretensiones de la demanda formuladas por el actor.

3.4.3. En este orden de ideas, la sentencia de segunda instancia estableció, entre otros aspectos, lo siguiente:

“4. Como consecuencia de la anterior declaración de nulidad y a título de restablecimiento del derecho, se ordena al FONDO DE PREVISIÓN SOCIAL DEL CONGRESO reintegrar al actor RODRIGO TOVAR GARCÉS identificado con la cédula de ciudadanía número 12.188.913 de Garzón (Huila), en el mismo cargo que ocupaba al momento de ser retirado de la planta de personal de esa entidad o a otro de igual o superior categoría y remuneración, en las mismas condiciones que se encontraba al momento del retiro, así como a pagarle todos los sueldos, los aumentos legales, las prestaciones sociales dejadas de percibir y, los aportes para la seguridad social en pensiones; declarando que no existió solución de continuidad en la relación laboral para todos los efectos legales y prestaciones. (…)” (Negrilla fuera de texto).

3.4.4. Para dar cumplimiento a la orden impartida, el Fondo de Previsión Social del Congreso, FONPRECON mediante la Resolución No. 0263 del 3 de marzo de 2011 dispuso reintegrar al actor al cargo de subdirector Administrativo y Financiero Código 0040 Grado 20 con una asignación básica mensual de $5.393.026, es decir, un cargo de mayor jerarquía al que ostentaba a la fecha en que fue declarado insubsistente teniendo en cuenta que el cargo de jefe de División Administrativo y Financiero Código 2040, Grado 24, fue suprimido de la planta de la entidad mediante Decreto 3993 del 16 de octubre de 2008. 

3.4.5. Posteriormente, el actor mediante oficio del 14 de marzo de 2011 informó su voluntad de no aceptar el reintegro propuesto, razón por la cual a través de la Resolución No. 0390 del 25 de marzo de 2011 FONPRECON ordenó el reconocimiento y pago de los salarios y prestaciones sociales por el período comprendido entre el 24 de junio de 2002 y el 13 de marzo de 2011 conforme a la asignación básica que devengaba en el cargo que fue suprimido de la planta de la entidad teniendo en cuenta los reajustes año a año del mismo.

3.4.6. Inconforme con esta decisión, el actor inició proceso ejecutivo laboral con el ánimo de que le fueran reconocidas las diferencias salariales entre un cargo y otro por cuanto a su juicio, el acto administrativo que liquidó los sueldos y prestaciones sociales adeudadas no cumplió con lo previsto en el título ejecutivo. 

3.4.7. En primera instancia el Juez 51 Administrativo del Circuito de Bogotá mediante sentencia del 19 de julio de 2017 resolvió:

“PRIMERO: NEGAR por improcedente la excepción formulada por la ejecutada denomina “inexistencia de la obligación”, por las razones expuestas.

SEGUNDO: DECLARAR NO PROBADA la excepción de “pago” propuesta por la entidad ejecutada, por las razones expuestas.

TERCERO: SEGUIR ADELANTE CON LA EJECUCCIÓN, de conformidad con el mandamiento de pago y lo considerado en esta providencia. (…)”

3.4.8. FONPRECON, presentó recurso de apelación el cual fue decidido por el Tribunal Administrativo de Cundinamarca, Sección Segunda, Subsección “B” a través de sentencia del 1° de febrero de 2018, providencia cuestionada en el presente trámite constitucional que decidió lo siguiente:

“PRIMERO.- Declarar probada la excepción de pago esgrimida por la entidad ejecutada, FONDO DE PREVISIÓN SOCIAL DEL CONGRESO DE LA REPÚBLICA, de conformidad con expuesto en la parte motiva de esta providencia.

SEGUNDO.- REVOCAR el auto de calenda dieciséis (16) de mayo de dos mil dieciséis (2016), proferido por el Juzgado Cincuenta y Uno (51) Administrativo del Circuito Judicial de Bogotá D.C., por el cual se libró mandamiento de pago, de conformidad con lo expuesto en la parte motiva de esta providencia.”
3.4.9. De acuerdo con lo expuesto, se observa que las sentencias dictadas en el medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho establecen que FONPRECON estaba obligado a cumplir con dos tipos de órdenes, esto es, una de hacer y otra de dar. 

3.4.10. La de hacer, encaminada a que se reintegrara al actor en el mismo cargo que ocupaba al momento de ser retirado de la planta de personal, o a otro de igual o superior categoría y remuneración. La obligación de dar por su parte, estaba dirigida a pagarle todos los sueldos, las prestaciones sociales dejadas de percibir y, los aportes para la seguridad social.

3.4.11. El análisis efectuado de estas obligaciones por parte de la autoridad judicial aquí demandada en la providencia objeto de debate para establecer si FONPRECON dio estricto cumplimiento a al fallo dentro del proceso ordinario, fue el siguiente:

“(…) Y ello es así, por cuanto la orden judicial fue reintegrarlo a un cargo de igual y (sic) superior jerarquía y cancelarle los salarios y prestaciones sociales dejadas de percibir, y la primera se cumplió al ser reintegrado al cargo de Subdirector Administrativo y Financiero; al igual que la segunda, pues se le garantizó su derecho, conforme a la decisión judicial, de no solución de continuidad desde la insubsistencia hasta el reintegro, en el cargo que venía desempeñando, esto es, Jefe de la División Administrativa y Financiera; es por tanto, que la interpretación del juez de primera instancia de que al suprimirse dicho cargo en el año 2008, lo hacía acreedor a la diferencia salarial alegada, es partir de un supuesto que no tiene fundamento fáctico y jurídico, pues es presumir que en la eventualidad de que el demandante estuviese desempeñando el cargo, una vez suprimido, iba a ser designado como subdirector.
Se reitera que la entidad demandada acató en estricto sentido la decisión judicial, en la medida que le canceló al demandante los salarios y prestaciones sociales a que tenía derecho, en el cargo que venía ocupando desde su retiro hasta el reintegro en cumplimiento de la mencionada decisión judicial.

Por todo lo anterior, se declarará probada la excepción de pago esgrimida por la entidad ejecutada, en consecuencia, se revocará lo dispuesto por el Juzgado Cincuenta y Uno (51) Administrativo del Circuito Judicial de Bogotá D.C., en auto de calenda dieciséis (16) de mayo de dos mil dieciséis (2016), por el cual libró mandamiento de pago; asimismo, no se condenará en costas
” (Negrilla fuera de texto).

3.4.12. En este entendido, es claro que el Tribunal Administrativo de Cundinamarca, Sección Segunda Subsección “B” tuvo en cuenta las pruebas obrantes en el expediente, específicamente el título ejecutivo y no dejó de valorar ni estudiar ninguna de éstas.

3.4.13. De suerte que con base en ellas, pudo concluir que en el caso concreto el Fondo Nacional del Previsión Social del Congreso de la República dio cumplimiento a la orden impartida en las sentencias dictadas en el medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho dado que reintegró al señor Rodrigo Tovar Garcés y realizó la liquidación de los salarios y prestaciones sociales con el cargo que ostentó en la entidad.

3.4.14. Así las cosas, para esta Sala es evidente que la autoridad judicial accionada tuvo en cuenta las pruebas que obran en el expediente para efectuar un análisis razonable y adecuado del material probatorio y aunque el resultado del estudio fue contrario a los intereses de la parte accionante, el estudio que se llevó a cabo se ajusta a las reglas de la lógica, la experiencia y la sana crítica y por tal motivo el defecto fáctico no tiene vocación de prosperidad.

3.4.15. En lo relacionado con defecto sustantivo dirigido a sustentar el incremento anual de la escala de salarios de los empleados de la Rama Ejecutiva, esta Sala advierte que el mismo no tiene vocación de prosperidad por cuanto como se precisó en el desarrollo del defecto fáctico, la liquidación efectuada en la Resolución No. 0390 del 25 de marzo de 2011 fue ajustada a derecho y se realizó teniendo en cuenta el cargo que correspondía, es decir, el de jefe de la División Administrativa y Financiera, esto es, el cargo suprimido. Lo anterior en consideración, a que como hizo referencia el tribunal en su providencia, no se puede presumir que si el señor Tovar hubiese estado en el cargo de jefe en la planta de personal al momento de la supresión del mismo, este hubiera, necesariamente, ostentado el cargo de subdirector Administrativo y Financiero Código 0040 Grado 20.

3.4.16. De esta manera, se advierte que no es cierto que la autoridad judicial haya dejado de aplicar las normas que correspondían a efectos de llevar a cabo en debida forma la liquidación de los sueldos y prestaciones del actor pues está demostrado que la operación aritmética se basó en la asignación básica del cargo que el actor desempeñó en la entidad.

4. Conclusión

4.1. De acuerdo con lo expuesto, la Sala advierte que el Tribunal Administrativo de Cundinamarca Subsección “B”, no vulneró los derechos fundamentales invocados en la presente acción de tutela con ocasión de la providencia del 1° de febrero de 2018 y en tal sentido no incurrió en los defectos fáctico y sustantivo alegado por la parte actora razón por la cual se revocará la sentencia de primera instancia que declaró la improcedencia de la acción, para en su lugar, negar la protección de los derechos fundamentales del señor Rodrigo Tovar Garcés.

En mérito de lo expuesto, la Sección Quinta del Consejo de Estado, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 

III. FALLA:

PRIMERO: REVOCAR la sentencia del 20 de septiembre de 2018, proferida por la Sección Cuarta del Consejo de Estado que declaró la improcedencia de la acción de tutela para en su lugar, NEGAR la solicitud de amparo del señor Rodrigo Tovar Garcés, con fundamento en los argumentos expuestos en la parte considerativa de esta sentencia.
SEGUNDO: NOTIFICAR a las partes e intervinientes en la forma prevista en el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.

TERCERO: Dentro de los diez (10) días siguientes a la ejecutoria de esta providencia, REMITIR el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

ROCÍO ARAÚJO OÑATE

Presidente

LUCY JEANNETTE BERMÚDEZ BERMÚDEZ

Consejera

CARLOS ENRIQUE MORENO RUBIO

Consejero

ALBERTO YEPES BARREIRO

Consejero
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